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Sobre: 

 
INCUMPLIMIENTO 

DE CONTRATO 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la 
Juez Brignoni Mártir y la Juez Méndez Miró. 

Hernández Sánchez, Juez Ponente  

 

Hernández Sánchez, Juez ponente 
 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a  27 de junio de 2019. 

Comparece el Lcdo. Javier E. Ferrer Canals, su esposa, la 

señora María Caridad Fonseca Revuelta y la Sociedad Legal de 

Gananciales (en conjunto, Apelantes) mediante el recurso de 

Apelación de título. Solicitan la revisión de la Sentencia emitida el 

27 de marzo de 2019 y notificada el 29 de marzo de 2019 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI) en el caso SJ 

2018CV07657, Ferrer Canals v. Real Legacy Assurance Company, 

Inc. En dicho dictamen, el TPI desestimó con perjuicio su 

reclamación en contra de Real Legacy Assurance Company Inc. (Real 

Legacy o Apelado).  

Por los fundamentos expuestos a continuación, se modifica la 

Sentencia apelada y, así modificada, se confirma.  

I.  

 El 19 de septiembre de 2018, los Apelantes instaron su 

Demanda de incumplimiento de contrato en contra de la 
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aseguradora Real Legacy. Afirmaron que Real Legacy expidió a su 

favor la póliza de seguros Núm. RPP 2012091124, la cual aseguraba 

dos inmuebles de su propiedad: su residencia principal, sita en 

Parque del Oriente, Paseo del Parque, San Juan PR, y otra ubicada 

en el Condominio Verandas, Bahía Beach, Río Grande, P.R. 

Señalaron que, ya que el paso del huracán María causó daños a 

ambos inmuebles, hicieron un inventario de dichos daños y 

presentaron ante Real Legacy los estimados y cotizaciones de las 

reparaciones, ascendentes a $101,074.87. Alegaron que, luego de 

varios trámites, Real Legacy incumplió con los términos de la póliza 

y sus obligaciones a raíz de esta ya que no sólo les hizo una oferta 

baja e irrisoria, sino que hizo caso omiso cuando le pidieron que 

reconsiderara. Reclamaron que se condenara a Real Legacy a 

pagarles la suma de $101,074.87, menos el deducible, más las 

costas y honorarios de abogado.  

 El 11 de diciembre de 2018 el Comisionado de Seguros de 

Puerto Rico, representado por el Lcdo. Juan Moldes Rodríguez como 

Auxiliar Rehabilitador de Real Legacy (Comisionado), mediante una 

comparecencia especial, presentó una Solicitud de Paralización. 

Solicitó que se tomase conocimiento judicial de que, de conformidad 

con el Capítulo 40 del Código de Seguros, 26 LPRA sec. 401, et seq., 

en el caso Civil Núm. SJ2018CV08272, el TPI ordenó un 

procedimiento de rehabilitación en contra de Real Legacy. Afirmó 

que dicha orden advino efectiva el 28 de septiembre de 2018. A raíz 

de ello, solicitó que, a tenor de lo dispuesto en el Art. 40.120 del 

Código de Seguros, 26 LPRA sec. 4012, decretase la paralización del 

caso por 90 días o el término adicional que fuere necesario para que 

pudiese ejercer su función.  

 En una Orden notificada el 14 de diciembre de 2018, el TPI 

concedió la paralización solicitada. En la Sentencia notificada el 18 

de diciembre de 2018, en vista de la Orden dictada en el caso Civil 



 
 

 
KLAN201900453    

 

3 

Núm. SJ2018CV08272, el TPI decretó la paralización del caso hasta 

que concluyese el trámite administrativo. A su vez, retuvo la 

jurisdicción para su reapertura.  

 Posteriormente, el 25 de marzo de 2019 el Comisionado, 

presentó una Moción Informativa. Afirmó que el 18 de enero de 2019 

concluyó el proceso de rehabilitación de Real Legacy y se convirtió 

en uno de liquidación. En igual fecha, presentó tambien una Moción 

en Solicitud de Desestimación. Alegó que, el 18 de enero de 2019, en 

el caso Civil Núm. SJ2018CV08272, el TPI emitió una orden en la 

que decretó la insolvencia de Real Legacy y le sometió a un proceso 

de liquidación a tenor de lo dispuesto en el Capítulo 40 del Código 

de Seguros. Afirmó que, por disposición del Art. 40.210 de dicho 

código, 26 LPRA sec. 4021, una vez se emite una orden para 

nombrar un liquidador de un asegurador, no se presentará ni se 

mantendrá ninguna acción judicial en contra de ese asegurador o 

contra el liquidador. Planteó que se debía desestimar la demanda ya 

que, la sala del TPI que declaró la insolvencia, ordenó que todo pleito 

en contra de Real Legacy se desestimara y se remitiese al foro 

administrativo del procedimiento de liquidación. 

 En la Sentencia notificada el 29 de marzo de 2019, el TPI 

dictaminó lo siguiente:  

En vista de ello y a tenor con la orden dictada por la 

Honorable Juez Elisa A. Fumero Pérez, en el caso civil 
SJ2018CV08272, Comisionado de Seguros de Puerto Rico v. 
Real Legacy Assurance Company, Inc., sobre Procedimiento 
de Liquidación, conforme lo dispuesto en el Capítulo 40 del 
Código de Seguros de Puerto Rico 26 LPRA 4012, se decreta 
la desestimación de la causa de acción, con perjuicio.1  
 

En igual fecha, emitió una Orden en la que dejó sin efecto la 

Sentencia de 13 de diciembre de 2018.  

Inconformes, el 23 de abril de 2019, los Apelantes instaron el 

presente recurso, en el que le imputaron al TPI la comisión del 

siguiente error: 

                                                 
1 Véase, pág. 47 del Apéndice del Recurso.  
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ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 
DICTAR SENTENCIA DECRETANDO LA DESESTIMACIÓN 

DE LA DEMANDA CON PERJUICIO. LA SENTENCIA 
DEBIÓ DECRETAR LA DESESTIMACIÓN SIN PERJUICIO.  
 

 Mediante Resolución de 26 de abril de 2019, le concedimos a 

la parte apelada hasta el 23 de mayo de 2019 para presentar su 

alegato. Le advertimos que, de no recibirlo en dicho término, 

daríamos el recurso por perfeccionado sin el beneficio de su 

comparecencia.  

 El 24 de mayo de 2019 los Apelantes presentaron una Moción 

Solicitando se dé por Sometido Recurso de Apelación. 

 En la Resolución emitida el 5 de junio de 2019 reseñamos que, 

al haber transcurrido el término que se le otorgó a la parte apelada 

para presentar su alegato sin que dicha parte así lo hiciera o 

solicitara prórroga, dábamos por perfeccionado el recurso, sin el 

beneficio de su comparecencia.  

 A tenor del Derecho aplicable, resolvemos. 

II. 

Al reconocer el papel que juega “en la protección de los riesgos 

que amenazan la vida o el patrimonio de los ciudadanos”, la 

industria de seguros en Puerto Rico está investida de un alto interés 

público. Natal Cruz v Santiago Negrón, 188 DPR 564, 575 (2013). 

Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 185 DPR 880 (2012). Ante 

ello, es regulada extensamente por el Código de Seguros de Puerto 

Rico (Código de Seguros), 26 LPRA sec. 101, et seq., y, 

supletoriamente, por el Código Civil. Natal Cruz v Santiago Negrón, 

supra, págs. 575-576. En aras de proteger a los consumidores 

“contra prácticas indebidas” el Estado tiene un legítimo interés de 

reglamentar esta compleja e importante industria. Assoc. Ins. 

Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 425, 442 (1997); 

Comisionado de Seguros v. Bradley, 98 DPR 21, 29 (1969). El Código 

de Seguros creó el puesto de Comisionado de Seguros, al que se le 
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confirieron amplios poderes investigativos y la facultad de aprobar 

reglamentos y adjudicar controversias. Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. 

Com. Seg. P.R., supra. A éste le compete velar por el estricto 

cumplimiento de las normas y principios que establece el Código de 

Seguros. Íd.; Comisionado de Seguros v. Anglo Porto Rican, 97 DPR 

637, 641 (1969). 

El Código de Seguros “provee para para la protección del 

caudal del asegurador insolvente estableciendo un procedimiento 

para una ordenada distribución del mismo entre los reclamantes del 

asegurador”. A.I.I.Co. v. San Miguel, 161 DPR 589, 599 (2004). Así, 

el Capítulo 40 regula los procedimientos cuando una aseguradora 

adviene en estado de insolvencia de modo tal que, de ser posible, se 

logre su rehabilitación o, de lo contrario, se inicie su procedimiento 

de liquidación. San José Realty, S.E. v. El Fénix de P.R., 157 DPR 

427, 436 (2002). La liquidación de una aseguradora insolvente es 

un “procedimiento especial de naturaleza estatutaria, lo cual 

conlleva que la jurisdicción de los tribunales esté limitada por el 

estatuto que la rige”. Íd.; Intaco Equipment Corp. v. Arelis Const., 142 

DPR 648 (1997).  

En lo pertinente, establece el Código de Seguros, en su Art. 

40.210, 26 LPRA sec. 4021: 

(1) Al emitirse una orden nombrando un liquidador de un 

asegurador del país o de un asegurador foráneo 
domiciliado en Puerto Rico, no se radicará ninguna 
acción judicial contra el asegurador o contra el 
liquidador, ni en Puerto Rico ni en cualquier otro lugar, 
ni se mantendrá ni instará una acción de esa naturaleza 
luego de emitida la orden. [...] . (Énfasis suplido.) 
 

A partir de entonces, “no puede presentarse separadamente 

ninguna acción judicial contra la compañía aseguradora, ni 

mantenerse cualquier acción judicial contra ésta que estuviese 

pendiente o en curso antes de nombrarse el liquidador”. (Énfasis en 

el original.) Ruiz v. New York Dept. Stores, 146 DPR 353, 370 (1998). 

Cónsono con ello, el Tribunal Supremo ha resuelto que “los pleitos 



 
 

 
KLAN201900453 

 

6 

pendientes contra un asegurador en liquidación bajo un contrato de 

garantía deben ser desestimados y remitidos al foro administrativo 

del procedimiento de liquidación”. A.I.I. Co. v. San Miguel, supra, pág. 

599; Intaco Equipment Corp. v. Arelis Const., supra. 

Nuestro Más Alto Foro se ha pronunciado a favor de la 

centralización del proceso de liquidación, esto es, “una vez un 

tribunal declara insolvente a una compañía aseguradora y comienza 

el proceso de liquidación, todas las reclamaciones contra la 

aseguradora deben consolidarse en un solo foro; el foro 

administrativo”. A.I.I. Co. v. San Miguel, supra, pág. 600; San José 

Realty, S.E. v. El Fénix de P.R., supra. Será el tribunal que ordene la 

liquidación de la aseguradora insolvente quien retendrá 

“jurisdicción sobre todas las acciones en contra la aseguradora, 

incluso las que existen con anterioridad a la orden”. San José Realty, 

S.E. v. El Fénix de P.R., supra, pág. 449. La finalidad es que el 

proceso de liquidación lo atienda una sola entidad “con visión 

integral de toda la problemática respecto a la capacidad financiera 

(potencial económico para el pago de las obligaciones) de la 

aseguradora de que se trate”. Íd., pág. 452. 

III. 

En su recurso, señalan los Apelantes que no cuestionan la 

solicitud desestimatoria del Comisionado e informan que, por medio 

del formulario correspondiente, presentaron su reclamación ante el 

foro administrativo al que se refiere la Orden de Liquidación. Sin 

embargo, alegan que erró el TPI al dictar que la desestimación fuese 

con perjuicio ya que ello sería una adjudicación en los méritos con 

efecto de cosa juzgada. Los Apelantes indican que hay perfecta 

identidad entre las partes, el asunto y la causa objeto de la 

reclamación y que, de advenir final y firme la Sentencia apelada, se 

podría desestimar su reclamación administrativa. Ante la 

posibilidad que verse impedidos de dar continuidad a su causa en 
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el cauce administrativo, solicitan que decretemos que la 

desestimación de la Demanda sea sin perjuicio.  

El marco jurídico antes reseñado pone de manifiesto que 

tienen razón los Apelantes en su reclamo. Si bien procedía dictar la 

desestimación de la Demanda, no procedía hacerlo con perjuicio. 

Establece la Regla 39.2 (c) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap V que 

“[a] menos que el tribunal lo disponga de otro modo en su orden de 

desestimación, una desestimación bajo esta Regla 39.2 y cualquier 

otra desestimación, excepto la que se haya dictado por falta de 

jurisdicción o por haber omitido acumular una parte indispensable, 

tienen el efecto de una adjudicación en los méritos”. (Énfasis 

suplido.) Como lo plantean, eso tendría el efecto de adjudicar la 

reclamación en sus méritos y les negaría la oportunidad de  

continuarla en el cauce administrativo. Véase, Sánchez Rodríguez v. 

Adm. de Corrección2, 177 DPR 714 (2009). Procede modificar la 

desestimación a los únicos efectos de disponer que ésta sea sin 

perjuicio. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, se modifica la 

Sentencia apelada para disponer que la desestimación de la 

Demanda sea sin perjuicio. Así modificada, se confirma.  

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
                                 Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                               Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
2 “[L]as dos disposiciones de Procedimiento Civil que nos conciernen acarrean 

tanto la desestimación con perjuicio, en el caso de la R.4.3 (b), como la 

adjudicación en sus méritos, respecto a la R. 39.2 (b). Banco de la Vivienda de 

Puerto Rico v. Rafael Carlo Ortíz 130 D.P.R. 730 (1992). Por ende, cuando la 
sentencia dictada advenga a ser final y firme, tendrá el efecto de cosa juzgada y le 

cerrará las puertas a la parte perjudicada a instar pleitos subsiguientes por los 

mismos hechos o las causas de acción. Souchet v. Cosío, 83 D.P.R. 758 (1961)”. 

Sánchez Rodríguez v. Adm. de Corrección, 177 DPR 714, 721 (2009). 


